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Resumen:
							                           
Desde hace algunas décadas, se propone en algunas instituciones —entre las que se cuenta la Corte Constitucional de Colombia— calificar el ejercicio de la prostitución como trabajo sexual, y otorgar a las denominadas trabajadoras sexuales los beneficios establecidos por el Derecho Laboral. La presente investigación, realizada desde la dogmática jurídica, se orienta a determinar si el ejercicio de la prostitución se entiende como trabajo; si merece el debido respeto a la dignidad humana, y si las Sentencias T-629 de 2010 y T-594 de 2016 de la Corte Constitucional de Colombia son deberían ser de obligatorio cumplimiento.
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Abstract:
						                           
For some decades, it has been proposed in some legal means —among which the Constitutional Court of Colombia is counted— to classify the exercise of prostitution as sex work and to grant the so-called sex workers the benefits established by Labor Law. The present investigation, carried out from the legal dogmatic, is oriented to determine if the exercise of prostitution is assimilable to the concept work and respect due to human dignity and if sentences T-629-10 and T-594-16 of the Constitutional Court of Colombia should be mandatory.
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Introducción


La Corte Constitucional de Colombia, en las sentencias T-629-10 y T-594-16, ha calificado el ejercicio de la prostitución como trabajo sexual, y ha ordenado otorgar a las denominadas trabajadoras sexuales los beneficios establecidos por el Derecho Laboral. Perú y Colombia son miembros de la Comunidad Andina que, mediante la Decisión 545 del año 2003, otorgó un estatuto especial a los trabajadores migrantes de los países miembros
1
. Por lo tanto, la calificación jurídico-laboral realizada en Colombia podría originar problemas judiciales en Perú si un ciudadano colombiano que se dedica a la prostitución pretendiese exigir la cobertura que la Corte Constitucional colombiana ha establecido para ese oficio en el vecino país. Sin embargo, es necesario analizar con detalle las razones presentadas, no sólo para combatir la discriminación en cualquiera de sus formas, sino para afianzar la protección de la mujer y evitar cualquier forma de violencia contra ella, con el fin de concluir si es conforme con el respeto a la dignidad humana, una especial protección jurídico-social para el oficio de la prostitución.

Los argumentos que se esgrimen en diferentes foros, y que han sido recogidos por la Corte Constitucional colombiana, giran en torno a cuatro razones
2
:




	
Que la prostitución no es mencionada en la Constitución ni está tipificada como delito por el Código Penal, por lo que se constituye en una actividad lícita que puede ser calificada como trabajo, merecedora de protección constitucional y legal.



	
Que la persona es libre de ejercer el oficio o actividad que considere más apropiada para el libre desarrollo de su personalidad, lo cual se fundamenta en la dignidad humana. Por lo que, si alguien decide ejercer el oficio de la prostitución, y no se le reconocen los derechos laborales cuando lo realiza en forma dependiente y remunerada, se vulneraría el principio de igualdad y el de no discriminación, así como el de dignidad humana.



	
Que la discriminación social que sufren las prostitutas se origina en una moral que no debe influir en la decisión de los jueces, ya que estamos en una sociedad abierta, pluralista y no confesional.



	
Que el derecho corresponde a la realidad, y ésta indica que hay un fuerte movimiento económico en torno a la prostitución, la cual el Estado debe canalizar mediante impuestos y otras medidas, tanto de protección social a quienes ejercen el oficio, como de control en las ganancias de los burdeles o similares.







Teniendo en cuenta que tanto en Perú como en Colombia los fallos de los tribunales constitucionales tienen el carácter de cosa juzgada, y que los criterios hermenéuticos que establecen son de obligatorio cumplimiento para los operadores jurídicos —por su rol privilegiado de intérprete autorizado de la Constitución
3
—, resulta indispensable dilucidar si es posible pronunciarse sobre la corrección constitucional de una sentencia emitida por uno de esos tribunales antes de analizar la cuestión de fondo.

En consecuencia, la presente investigación se dividirá en cuatro apartados: 1) La corrección constitucional de los fallos de las cortes constitucionales; 2) el derecho fundamental al trabajo y su protección jurídica; 3) la prostitución, el principio de no discriminación y su regulación jurídica; y 4) el concepto de dignidad humana como fundamento del orden social.





La corrección constitucional de las sentencias de las cortes constitucionales


La Constitución, desde el punto de vista de la argumentación jurídica, es un conjunto de enunciados lingüísticos que son calificados como disposiciones normativas, que se convierten en normas al ser interpretadas por un Tribunal o Corte Constitucional
4
. Estas interpretaciones tienen un efecto cascada sobre los magistrados del poder judicial y todos los operadores jurídicos. A su vez, la interpretación constitucional no sólo convierte en normas a aquellas que están directamente estatuidas, es decir, a las recogidas en el texto constitucional, sino que es capaz de adscribir otras normas como resultado de esta labor
5
.

Las normas directamente estatuidas se definen como aquellas que fluyen directamente desde el texto constitucional —considerado como una unidad—, tomando en consideración los criterios literal y sistemático
6
. Estas normas, por lo general, tienen una estructura abierta e indeterminada, que exige ser concretada para que sus disposiciones puedan operar efectivamente. Son ejemplo de este carácter abierto el artículo primero de las constituciones de Perú
7
 y Colombia
8
, en los que es necesario delimitar qué se entiende por dignidad o por interés general. En cambio, un ejemplo de estructura cerrada la encontramos en el inciso E. del artículo segundo de la Constitución del Perú, que tiene una operatividad inmediata, al establecer que toda persona es considerada inocente mientras no se haya declarado judicialmente su responsabilidad, afirmación que no requiere de interpretación, sino de mera aplicación. Algo similar ocurre con el artículo once la Constitución de Colombia, cuando prohíbe la pena de muerte: el contenido del mandato se encuentra claramente delimitado y se aplica sin mediar interpretación.

En resumen, para la operatividad de las disposiciones normativas de la Constitución que sean de carácter abierto, es necesario concretar el mandato constitucional. Esa concreción crea una norma adscrita a la norma constitucional directamente estatuida
9
 cuando es realizada por un tribunal constitucional. Su naturaleza jurídica es la misma que la de la norma constitucional directamente estatuida
10
, por lo tanto, ambas imponen la vinculación jurídica.

Respecto al grado de obligatoriedad de estos pronunciamientos
11
, se debe tener en cuenta que toda interpretación de estos tribunales se convierte en una norma adscrita a la Constitución; en esa medida, estas son vinculantes, al igual que los precedentes
12
, aunque exista entre ellas una diferencia de tipo formal. La razón expresada por el tribunal peruano es que en el precedente vinculante
13
 “se ejerce un poder normativo general, extrayendo una norma a partir de un caso concreto”
14
, y en el resto de jurisprudencia corresponderá a los operadores jurídicos concretar el contenido normativo a partir de los enunciados prescriptivos contenidos en las sentencias
15
.

A la vez, por tratarse de interpretaciones realizadas por seres humanos —que son falibles—, algunas de ellas pueden ser formalmente constitucionales por seguir la normativa procedimental, pero no materialmente porque la interpretación realizada no es coherente con los demás preceptos de la Constitución. En estos casos, la fundamentación constitucional no es correcta, pues vulnera exigencias de justicia del texto constitucional
16
. Por eso, el carácter preceptivo de las normas adscritas materialmente inconstitucionales tiene al menos tres excepciones, que liberan de su obligatoriedad
17
: a) Cuando contradice de manera manifiesta alguna exigencia de la justicia constitucionalizada, y no existe razón alguna para su constitucionalidad o, de haberla, es tan débil que es fácilmente refutada; b) si la norma adscrita es contraria a las exigencias de la justicia —positivadas en la Convención Americana sobre Derechos Humanos declaradas como tales por la Corte Interamericana de Derechos Humanos—, salvo que la decisión de esta sea manifiestamente contraria a dicha Convención; y c) cuando en un caso concreto un juez considere que es posible una interpretación distinta que proteja más y mejor un derecho fundamental en ese supuesto
18
.

Como conclusión de este primer apartado, se diría que no sólo se pueden, sino que se deben analizar las sentencias constitucionales con el fin de determinar si la interpretación realizada es conforme o no con las exigencias de justicia de la Constitución, es decir, si su corrección no es solo formal, sino también material. Por eso, en este caso, centraremos el análisis en la calificación de la prostitución como un trabajo conforme con la dignidad humana, y susceptible de especial protección constitucional y legal.





El derecho fundamental al trabajo y su regulación jurídica


La Constitución política del Perú y la de Colombia coinciden en calificar al trabajo como un derecho y un deber de sus ciudadanos
19
. Respecto a la libertad de elegir trabajo u oficio, la Constitución colombiana establece que “toda persona es libre de escoger profesión u oficio. La ley podrá exigir títulos de idoneidad. Las autoridades competentes inspeccionarán y vigilarán el ejercicio de las profesiones. Las ocupaciones, artes y oficios que no exijan formación académica son de libre ejercicio, salvo aquellas que impliquen un riesgo social”
20
. Mientras que la peruana se limita a señalar que “toda persona tiene derecho a trabajar libremente, con sujeción a ley”
21
.

Ni la Constitución del Perú ni la de Colombia mencionan la prostitución, pero ambas se pronuncian en idénticos términos contra “la esclavitud, la servidumbre y la trata de seres humanos en cualquiera de sus formas”
22
. La Constitución peruana, además, advierte que “ninguna relación laboral puede limitar el ejercicio de los derechos constitucionales, ni desconocer o rebajar la dignidad del trabajador”
23
. Mientras tanto, la colombiana señala que no son de libre ejercicio los oficios que impliquen “un riesgo social”, y que “toda persona tiene derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas”
24
.

El rol del trabajo es fundamental en el desarrollo humano: así lo expresa el último informe publicado del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo sobre esta cuestión. Para esta organización “la calidad del trabajo es una dimensión importante para lograr que el trabajo mejore el desarrollo humano. Sin embargo, problemas como la discriminación y la violencia impiden que se establezcan vínculos positivos entre el trabajo y el desarrollo humano” 
25
. La responsabilidad del Estado y de la sociedad debe fomentar el desarrollo humano por medio del trabajo, lo cual requiere políticas y estrategias en tres esferas generales: crear oportunidades de trabajo, garantizar el bienestar de los trabajadores, y adoptar medidas específicas. Con ello se pretende enfrentar los desequilibrios del trabajo remunerado, y gestionar políticas especiales para grupos más vulnerables —los jóvenes, las personas con discapacidad y las mujeres—, cuya situación es de clara desventaja en el mundo laboral
26
.

Se entiende, entonces, que la Constitución peruana califique al trabajo como la “base del bienestar social y un medio de realización de la persona”
27
. El concepto jurídico-laboral del término trabajo implica observar los requisitos generales de todo negocio jurídico: agente capaz, fin lícito, objeto física y jurídicamente posible, y observación de la forma prescrita
28
.

Esta protección ha llevado a establecer las normas mínimas de derecho necesario —la edad mínima para trabajar, las jornadas máximas a salario regular, los descansos semanales y anuales remunerados—, así como a prohibir el trabajo forzoso. Esta tutela jurídica responde a su carácter personalísimo


29


, así como a su función dinamizadora de la personalidad humana y de la vida social. El trabajo no se agota en parámetros económicos, al contrario, el mérito del derecho del trabajo es proteger su dimensión humana, pues este permite desarrollar el proyecto personal de vida. Más aún, la persona descubre su propia dignidad y la de los demás al trabajar, pues encuentra el modo de ser útil socialmente.

El trabajo “permite a los ciudadanos participar plenamente en la sociedad y les confiere un sentido de dignidad y valía personal. El trabajo puede contribuir al interés público; y el trabajo que implica cuidar a otras personas fomenta la cohesión y crea vínculos en las familias y las comunidades. El trabajo también consolida las sociedades. Los seres humanos que trabajan juntos no solo aumentan su bienestar material, sino que también atesoran un amplio conjunto de conocimientos que constituyen el fundamento de las culturas y las civilizaciones”
30
. Sin embargo, “algunos tipos de trabajo llevados a cabo en determinadas condiciones perjudican el desarrollo humano. Muchas personas realizan trabajos que limitan sus opciones de vida. Millones de personas trabajan en condiciones abusivas y de explotación que violan sus derechos humanos fundamentales y destruyen su dignidad”
31
.

De allí, la necesidad de la institución de la irrenunciabilidad a los derechos reconocidos en las leyes laborales
32
. A diferencia de lo que ocurre en el derecho civil, donde prima el principio de autonomía de la voluntad, en el ámbito laboral, constituye la excepción. De este modo, el ordenamiento laboral “establece la imposibilidad de renunciar a los derechos que las leyes sociales reconocen a los trabajadores, ya que estas constituyen el mínimo necesario para que el trabajo se preste en condiciones apropiadas a la dignidad humana. De este modo se impide que el empresario someta a los trabajadores a renunciar a los derechos que las normas laborales les reconocen. Su evolución ha sido similar en los países occidentales y su vigencia se mantiene incólume”
33
. La doctrina jurídica la ha definido como “el instrumento de garantía efectiva del disfrute de los derechos de contenido laboral por parte de quien ostenta en la relación de trabajo una posición de subordinación jurídica”
34
. La incapacidad de renunciar a los derechos fundamentales ha sido el mecanismo que ha permitido el progreso en su defensa: el caso más evidente es el de la esclavitud. Es irrelevante el consentimiento a ser esclavo que alguien pueda prestar: los ordenamientos jurídicos democráticos, no admiten esa posibilidad. Se trata de mínimos indisponibles que resguardan el respeto debido a la dignidad humana.

Por lo expuesto hasta el momento, resulta evidente que el trabajo es un medio esencial para la realización de la persona y su ejercicio se encuentra directamente vinculado al respeto a la dignidad humana, al libre desarrollo de la personalidad, y a la solidaridad social. El Derecho Laboral, para defender estos derechos fundamentales, proyecta su tutela sobre la libertad del trabajador desde el momento en que celebra el contrato
35
.

Esa tutela le permite al trabajador extinguir el contrato antes de su vencimiento y también preserva “una cierta libertad espacial de movimientos del trabajador”, así como una limitación en la dependencia, a “lo debido en razón del oficio”
36
. Estas condiciones son necesarias para asegurar que en la ejecución del contrato no haya “mengua de la dignidad de quien trabaja”
37
, puesto que los atentados a la dignidad no solo se originan en “las violaciones groseras del principio de igualdad” —manifestadas en discriminaciones basadas en circunstancias personales irrelevantes para la prestación de servicios—, sino también por “los intentos de penetración en la intimidad del trabajador”
38
. Por eso existe una protección especial para evitar el acoso sexual en las empresas, con fuertes multas a los empresarios que no prevengan y neutralicen este tipo de conducta
39
.

La senda jurídica que ha conducido a respetar la libertad y la dignidad del trabajador no sólo ha permitido prohibir los sistemas de esclavitud o servidumbre, sino que condujo a tres consecuencias adicionales en base a las cuales se ha estructurado el ordenamiento laboral
40
. Estas premisas, tal como he expuesto en otra oportunidad, son
41
: La primera, consiste en distinguir entre los servicios prestados y la persona que los presta. La segunda, en que, por el contrato de trabajo, el trabajador cede un tiempo de su vida para trabajar, pero no todo su tiempo, ya que, de hacerlo, el contrato sería invalido por la renuncia a los ámbitos personalísimos, en los que se despliegan los derechos fundamentales. Y, finalmente, la tercera, que la cesión que realiza el trabajador no es de toda su actividad, sino únicamente de la que se ha comprometido por medio del contrato. Por esta razón, Alonso Olea pudo afirmar que lo característico del contrato de trabajo, desde su perspectiva histórica, “no es la relación de subordinación o dependencia del trabajo, sino su limitación paulatina”
42
.

De lo anteriormente expuesto se deduce que el derecho al trabajo no solo tutela la subjetividad de quien trabaja para otro, sino también su dignidad y, consecuentemente, sus derechos fundamentales
43
. Y, por eso, sus disposiciones no protegen, las prestaciones de servicios, dependientes y por cuenta ajena, cuyo objeto sea reducir al trabajador a un objeto de uso o aprovechamiento, sin dejarle margen de intimidad personal, siendo irrelevante el consentimiento que hubiese podido prestar
44
.





La prostitución, el libre desarrollo de la personalidad y el principio de no discriminación


El ordenamiento peruano y el colombiano coinciden en no mencionar la prostitución en el texto constitucional, pero sí tipifican como delito inducir a una persona al lenocinio, sea menor o mayor de edad
45
. Se entiende por prostitución la “actividad de quien mantiene relaciones sexuales con otras personas a cambio de dinero”
46
. Frente a ella, los ordenamientos jurídicos han optado por prohibirla o reglamentarla; y en los últimos decenios, desde algunos sectores, se impulsa su aprobación y promoción al equipararla con otros oficios
47
.

Se admite pacíficamente por la doctrina científica —aunque se trivialice en algunos medios de comunicación y en cierta literatura—, que la sexualidad humana se diferencia de la animal, pues la primera “no se reduce a la satisfacción de un instinto, sino que es la más alta expresión de donación corporal y afectiva, que compromete a la persona en su dimensión más íntima
48
. En cambio, cuando la sexualidad se ejerce en el ámbito de la prostitución, se excluye el componente propiamente humano, puesto que el cliente paga un precio con el fin de utilizar a la persona que se dedica a la prostitución para satisfacer sus instintos, convirtiéndola así en objeto de una relación, no en sujeto”
49
.  Se entiende, pues, que la Organización Panamericana de la Salud haya concluido que “la prostitución representa una forma de esclavitud incompatible con la dignidad de la persona y con sus derechos fundamentales”
50
.

Desde el Comité de América Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de las Mujeres (Cladem), se ha enfatizado que, por ser la prostitución femenina una práctica milenaria, no se debe concluir que sea socialmente tolerable, porque equivaldría a “aceptar que el cuerpo femenino es una mercancía, un ente sin mente, sin sujeto; por tanto, sin derechos; es la división absoluta del cuerpo y el ser, donde este último no cuenta. El ejercicio del poder está claramente definido a favor del varón, quien, además de disfrutar del cuerpo de la mujer, se permite ejercer todo tipo de violencia en su contra (…)”
51
. Calificar como digna una actividad únicamente por la autodeterminación de quien la realiza, implica convertir la dignidad humana en un concepto vacío, que cambia de contenido según el arbitrio del sujeto. Se puede afirmar, que del mismo modo que consentir en la esclavitud no la convierte en compatible con la dignidad humana, tampoco lo hace la razonada determinación de ejercer un oficio que conlleve “una forma de explotación caracterizada por la violación total de todos los derechos y por el sometimiento permanente de las mujeres a tratos crueles, inhumanos y degradantes”
52
. Por eso, si bien la prostitución puede ser calificada como oficio en cuanto constituye una ocupación habitual

53
, no puede ser considerada como trabajo porque no cumple con los estándares de respeto y de desarrollo de la persona humana que las constituciones occidentales, verdaderamente democráticas, reconocen a este término, que tiene un preciso contenido jurídico y es el eje del desarrollo personal y social
54
.

Por otro lado, se debe destacar que muchas mujeres se dedican a este oficio por la falta de programas estatales que las capaciten para acceder a un mercado laboral globalizado y competitivo, en el que puedan generar ingresos suficientes; por eso, “paradójicamente, continúan ejerciendo la prostitución por cuanto obtienen ingresos superiores
55
”. Además del factor económico, existen otros elementos determinantes, como son la falta de capacitación, la violencia social e intrafamiliar, la delincuencia, la violencia y el abuso sexual, el alcoholismo y la drogadicción
56
.

El Tribunal Constitucional peruano hizo una distinción entre la prostitución clandestina y la que no lo es. La primera es la que no se ajusta a esas disposiciones administrativas, y la segunda es la que se ejerce de acuerdo con las Ordenanzas Municipales
57
. En Colombia, en cambio, la Corte Constitucional ha realizado una amplio análisis para interpretar que, al no estar tipificada como delito, el lenocinio se convierte en objeto lícito de contratación; y concluye que, debido a que las prostitutas constituyen un colectivo históricamente vulnerable, se debe proteger especialmente el ejercicio de la prostitución, tanto si es realizado en forma independiente como cuando se realiza en situación de dependencia y subordinación,  que sirva como medio de pago de una retribución
58
.

La Corte colombiana no ha podido negar la connotación distinta que tiene el ejercicio de la prostitución frente a los demás oficios y actividades que son merecedores de tutela laboral, pero también reconoce que no debe ser fomentada, lo cual implica una contradicción
59
. Por eso, la Corte afirma que “si bien es cierto que la práctica de la prostitución ya no es un delito, sí lo es la de quienes la promueven, siendo mayor la pena cuando las víctimas son menores de edad” Además, esta labor ha sido objeto de diversos pronunciamientos de los Estados ante su creciente desarrollo, esto por el profundo daño psicológico, moral y físico que produce
60
. En cambio, no constituye un delito enseñar a un menor de edad a coser, cocinar, segar, pintar, o cualquier otro oficio que pueda ser objeto de un contrato de trabajo porque es evidente que estos oficios —a diferencia de aquel—, potencian las capacidades auténticamente humanas. A su vez, lucrar abusivamente con el trabajo de menores será siempre reprobable, pero con una diferencia esencial: mientras la prostitución atenta contra la dignidad, pues reduce a la persona a un objeto de uso y abuso, las demás actividades en sí mismas consideradas, no lo hacen.

A criterio de la Corte colombiana, la incoherencia normativa se soluciona: 1) al equiparar el ejercicio de la prostitución con el trabajo, por el solo hecho de decidir hacerlo de forma libre y razonada

61
; 2) al calificarla como lícita, aun cuando no resulte concordante frente “a los ideales de una sociedad democrática y respetuosa de los derechos fundamentales, que anhela dignificar en el mayor nivel posible la vida y el desarrollo personal de los individuos en sociedad”
62
; 3) al señalar que no es obstáculo que determinada moral considere que el lenocinio es contrario a las buenas costumbres, ya que esta noción “no actúa como fuente paralela al Derecho positivo, sino conforme a él”
63
; y 4) al admitir que la prostitución es una actividad que está sometida a los parámetros constitucionales del principio general de libertad, de la propia dignidad humana como derecho fundamental, y en los principios del trabajo y de las libertades económicas que permiten “proveer de los recursos con qué satisfacer las necesidades personales y familiares, y aumentar el patrimonio”
64
. Concluye, finalmente, que al estar “controlada urbanísticamente y en términos de salubridad, ordenada en el comercio y sujeta a obligaciones tributarias, claras y específicas, permite a un número importante de personas ganarse la vida”, lo cual legitima su objeto y contratación
65
.

Por otro lado, el eje de argumentación de la Corte se centra en los conceptos de dignidad humana y del libre desarrollo de la personalidad. Por este último se entiende: “vivir como se quiera y vivir bien (ganarse la vida)” de modo que cada uno decida. Por ello “no es admisible disponer ex novo, a partir de una moralidad de jueces, la ilicitud de aquellos acuerdos, cuando en la prestación u obligación que se analice se han cumplido a cabalidad con los principios y como decisión propia, autónoma, sin afectación de la integridad física o moral”
66
.

Si comparamos los argumentos esgrimidos en sede constitucional con los estudios de campo realizados hasta el momento por organismos internacionales públicos, o por entidades privadas, encontramos que, en oposición a lo que afirman los magistrados, se ha comprobado la falta de libertad en el ejercicio de este oficio, y daño moral y físico de quienes se dedican a él. La mayoría de la gente que se prostituye, lo hace por pobreza y por falta de oportunidades laborales. Son muy pocas las personas que afirman encontrar en este oficio un medio de desarrollo personal y familiar, y esa minoría no puede establecer una regla para las demás, en base a su experiencia personal
67
. El derecho no regula basado en excepciones: las normas se caracterizan por el carácter general de sus disposiciones que están ordenadas, a su vez al bien común.

La prostitución viola el principio de igual dignidad, ya que reduce a una persona a bien útil o mercancía en beneficio de otra. Entre los muchos estudios que se pueden citar en este sentido, hemos elegido el informe elaborado por la Comisión de Derechos de la Mujer e Igualdad de Género del Parlamento Europeo, que compendia la situación en la Unión Europea
68
. Ese informe confirma que “la presión bajo la cual se ejerce la prostitución puede ser directa y física, o indirecta, por ejemplo, a través de presiones sobre la familia en el país de origen, y puede consistir en una coacción psicológica insidiosa”
69
. Añade que, tanto la prostitución a secas —realizada en forma independiente—, como la prostitución forzada, están intrínsecamente ligadas a la desigualdad de género en la sociedad, porque la totalidad de usuarios de la prostitución es, en su mayoría, varones; mientras que la inmensa mayoría de las personas que se prostituyen son mujeres y niñas, que suman más de cuarenta millones de víctimas en todo el mundo.

El informe confirma que “la prostitución funciona como un negocio y crea un mercado en el que distintos actores están interconectados, y los proxenetas realizan cálculos y actúan para afianzar o aumentar sus mercados y maximizar los beneficios; y que los compradores de sexo desempeñan un papel fundamental, puesto que mantienen la demanda de este mercado”
70
. Pero, a diferencia de la Corte colombiana, la conclusión a la que llega la Comisión europea es que “los mercados de prostitución alimentan la trata de mujeres y niños, y conducen a un aumento de la violencia contra ellas, especialmente en aquellos países en los que la industria del sexo se ha legalizado”
71
.

También se ha comprobado que la prostitución y la trata de mujeres están relacionadas, pues a los clientes les es indiferente que las personas sean víctimas o no de la trata. Por eso, “si bien existe una diferencia entre prostitución forzada y prostitución voluntaria, es obvio que la prostitución es una forma de violencia contra la mujer”
72
. Pero esta diferencia es engañosa porque, como se demuestra en otros estudios, no existe tal voluntariedad en la mayoría de las personas que se dedican a este oficio
73
.

Con base en lo anterior, podemos concluir que no cabe equiparar la prostitución con el trabajo, que es deber y derecho de los ciudadanos, y medio de desarrollo personal y social. En consecuencia, no se vulnera el principio de igualdad y el de no discriminación cuando se da un tratamiento distinto a estas dos realidades, ya que el derecho no equivale al igualitarismo, sino a darle a cada uno lo que le corresponde de acuerdo con la naturaleza de las cosas y/o de las personas. Más aún, se violentaría la justicia con esa equiparación, porque no sólo se vacía de contenido la dignidad, sino que se vulnera la Constitución, que prohíbe el ejercicio independiente o dependiente de oficios que impliquen un riesgo social, y la prostitución se encuentra comprometida entre ellos
74
.

Afirmar que el ejercicio de la prostitución es compatible con el respeto a la dignidad humana, y que es “una expresión del libre desarrollo de la personalidad”, contradice la opinión de los expertos que señalan que el lenocinio, esté unido o no a la trata de personas, tiene “consecuencias físicas y sicológicas devastadoras y duraderas, incluso después de haber cesado la prostitución, para los individuos que se ven implicados en ella, especialmente niños y adolescentes, además de ser, a la vez, causa y consecuencia de la desigualdad de género, y de perpetuar los estereotipos de género y el pensamiento estereotipado sobre las mujeres que venden sexo, como la idea de que el cuerpo de las mujeres, y menores de edad, está en venta para satisfacer la demanda masculina de sexo”
75
. En este oficio, el cuerpo de la mujer se reduce a mercadería, es decir a objeto, desconociendo que el cuerpo no es una cosa: es la misma persona. Y, el cliente que es quien paga por usar el cuerpo de la mujer, “tiene la propiedad de satisfacer necesidades, propiciar gratificación sexual, (…), y ella, en la venta del cuerpo, busca la supervivencia”
76
. Esto es lo que ocurre en la realidad: ya que la conducta —tanto del cliente como de la persona que se prostituye—, no sólo no es observable al momento de “cumplirse con la prestación”, a diferencia de lo que ocurre con los demás oficios de carácter laboral, sino que por cumplir con la prestación exige no dejar margen alguno para la intimidad personal.

Por otro lado, no puede equipararse la remuneración con el pago que realiza el cliente o el proxeneta, porque en el ámbito laboral existe una clara diferencia entre la actividad y la persona que presta el servicio, que debe ser tratada con dignidad, respetando su intimidad, es decir, como a un ciudadano de primer nivel. Entre el trabajador y el empleador no hay relación de dominio, sino una subordinación que se limita a la debida por razón del oficio, al ser una relación jurídica entre pares. Por eso, la remuneración no convierte al trabajo en una mercancía
77
, ni al trabajador en un mercenario o esclavo, a diferencia de lo que ocurre en la prostitución.

El ejercicio del oficio de la prostitución constituye el punto de partida más lejano de la meta del trabajo decente, propuesta por la OIT en 1999, el cual “sintetiza las aspiraciones de las personas durante su vida laboral. Significa la oportunidad de acceder a un empleo productivo que genere un ingreso justo, la seguridad en el lugar de trabajo y la protección social para las familias, mejores perspectivas de desarrollo personal e integración social, libertad para que los individuos expresen sus opiniones, se organicen y participen en las decisiones que afectan sus vidas, y la igualdad de oportunidades y trato para todos, mujeres y hombres”
78
. El trabajo protegido constitucionalmente, es el que se asienta en el respeto a la dignidad ajena, entendida no cómo simple autodeterminación, independiente del objeto de la acción del sujeto, sino como una norma ética que tiene ínsito el deber de “tratarse a sí mismo y tratar a todos los demás nunca como simple medio sino siempre al mismo tiempo como fin en sí mismo”
79
. En otras palabras, no podemos retroceder a épocas arcaicas, en las que se admitía que unos seres humanos fueran objeto de uso y disfrute de otros, desconociendo así la igual dignidad
80
.

La voluntariedad en el ejercicio de la prostitución, también en una persona mayor de edad, no anula sus efectos nocivos. La Unión Europea hace “hincapié en que la prostitución forzada, la prostitución y la explotación en la industria del sexo tienen consecuencias físicas y sicológicas devastadoras y duraderas, incluso después de haber cesado la prostitución, para los individuos que se ven implicados en ella (…)”
81
.  La razón estriba en que el modo en que se ejerce una profesión desarrolla unos hábitos de actuar, que configuran el perfil ético de una persona y, por lo tanto, el de una sociedad, puesto que la acción humana se desarrolla en sociedad y repercute en ella
82
.

Finalmente, es necesario distinguir entre el ejercicio de un derecho y la simple acción libre. Afirmar que una conducta, no reconocida en el ordenamiento positivo, constituye el ejercicio de un derecho, implica que hay un título de tipo natural, es decir, anterior al Estado, que debe ser respetado y reconocido por la legislación. Sin embargo, no hay título que faculte a una persona a usar y disfrutar de otra, como si fuera una cosa, pues equivaldría, como ya hemos afirmado, a desconocer la igual dignidad.  En definitiva, así como no se puede afirmar que existe el derecho a prostituirse, porque no existe el deber de acceder a la petición de trato sexual, tampoco existe el derecho al suicidio, ya que no existe el deber de matar a quien desee quitarse la vida: ambas acciones son parte del agere de los individuos
83
.

La situación de violencia en la que se encuentran las personas prostituidas, unida al aumento del crimen organizado y otros problemas sociales, ha llevado a algunos Estados a plantear acciones de reinserción social para quienes libremente decidan abandonar la prostitución
84
. Por eso resulta contradictorio que el Estado invierta fondos públicos en “reincorporar” a la vida social a quienes han ejercido la prostitución y, a la vez, conceda protección jurídica a quienes se dediquen a esta profesión, como si su práctica no afectase su inserción social.

En España, en el año 2004, se concedió licencia de funcionamiento a una cadena de hoteles, denominada “Mesalina”, para el ejercicio independiente de la prostitución. Pocos meses después, Wassyla Tamzali, exdirectora del Programa de la Mujer de la Unesco, declaró en el Ayuntamiento de Madrid que España es el país de la Unión Europea en el que es más fácil ejercer la prostitución porque “la prostitución está industrializada, y eso no ocurre en ningún otro país del mundo, hay que poner obstáculos a la prostitución en lugar de hacer autopistas que atraen a más clientes y más prostitutas”
85
. Cuatro años más tarde, un estudio puso de manifiesto que “regular la prostitución como una profesión tendría graves problemas jurídicos, tanto en materia de derechos fundamentales, como laborales y de contratación civil”
86
. Y, de hecho, en la actualidad, “España es el país europeo con mayor demanda de sexo pagado y el tercero a nivel mundial”
87
.

Está demostrado que la trata de personas se encuentra directamente relacionada con el ejercicio de la prostitución
88
.  Por otro lado, se debe insistir
89
 en que en los últimos decenios se advierte  “laxitud de los discursos académicos, de las disposiciones legales y la ambigua y engañosa jerga de las instituciones”
90
. En este sentido, los organismos internacionales han disfrazado la realidad con términos considerados neutros, utilizando un lenguaje encubridor. Este se aprecia inclusive en el de la Organización Mundial de la Salud (OMS), que “comenzó a tratar el tema de la prostitución con el aséptico rótulo de “trabajo sexual”, sin ninguna fundamentación. En su publicación The Sex Sector, la Organización Mundial del Trabajo (OIT), sostiene que la existencia de la llamada industria sexual es un hecho justificado por el dinero que produce”
91
.

Si este fuera el criterio determinante para establecer la legitimidad de una actividad, entonces —ante el movimiento económico que logran el tráfico de armas y el de las drogas—, estaría justificada la legalidad de esas actividades y el pago de impuestos, para repartir la riqueza generada. Sin embargo, no se requiere especial clarividencia para advertir que esa política de Estado no estaría al servicio de la persona, sino de la producción de riqueza; esto haría que se olvide que la persona vale por sí misma, y no por su capacidad de producir riqueza o de consumirla. El Estado no puede ignorar el daño objetivo que produce a la persona y a la sociedad este tipo de actividades, ya sea por la violencia, la degradación de costumbres, o de la salud física y mental de quienes se encuentren dentro de estas redes. El deber fundamental de un Estado y una sociedad es respetar la dignidad humana, de acuerdo con los valores objetivos constitucionales, sin desdibujar el rostro de lo auténticamente humano con argumentos utilitarios.

Las autoridades de Holanda, país que tiene en la industria sexual una de sus más importantes fuentes de recursos, propuso un nuevo concepto para lograr la legitimación de esta profesión: “el pleno consentimiento a la propia explotación”, y sentaron como premisa que “la legitimidad de tal comercio ya no se discute” 
92
, lo cual es falso. Sin embargo, esta ha sido la línea argumental elegida por la Corte constitucional de Colombia en las sentencias sobre este tema.

Se ha afirmado con frases contundentes, que calificar el acuerdo de prostitución como un contrato equivale a “legitimar una lógica infame de dominio. La relación entre mujeres y varones es una relación asimétrica de dominio y opresión, que llega al máximo en la compra sexual de personas en prostitución”
93
.  En todo caso, el ejercicio de la prostitución no es admisible, con independencia del sexo de los agentes, puesto que una persona sea usada por otra “para consumo sexual —al igual que fuera una gaseosa— es como el máximum de la cultura individualista del neoliberalismo que denigra a la humanidad” 
94
. Por otro lado, como en la prostitución la mayoría son mujeres, con la excusa de no discriminar a las mujeres en situación de prostitución, se “esconde y legitima el tráfico, la trata y el proxenetismo” 
95
.  En todo caso, detrás de las presiones por cambiar el lenguaje y referirse a “la industria del sexo”, el “sexto sector” o “las trabajadoras sexuales”, existen grandes intereses económicos que se presentan como defensores de derechos de las mujeres, cuando en la realidad sucede lo contrario
96
.





El concepto de dignidad humana como fundamento del orden social 


La Constitución del Perú reconoce que “la defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado
97
”. Mientras que en la de Colombia el Estado social de derecho del país se funda en “el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general”
98
.

Existe un consenso unánime en la jurisprudencia constitucional —del derecho comparado y en la doctrina jurídica—, sobre el rol fundamental que le corresponde a la dignidad humana, como principio-deber del orden social; pero, a la vez, hay una disparidad de criterios, inclusive contradictoria, cuando se interpreta el contenido y alcance de los derechos inherentes a esa dignidad.

Desde hace muchos años he comprobado que algunos aluden al respeto a la dignidad humana para justificar la eutanasia e imponer, inclusive, el deber de matar a quien manifieste su voluntad de suicidarse y no pudiera hacerlo por sí mismo. Mientras otros invocan ese mismo respeto para impedirla y, más bien, ayudar a quien no le encuentra sentido a su vida o no sabe cómo resolver las dificultades que enfrenta, a superar ese estado mitigando sus sufrimientos. También se alega ese respeto para legalizar el aborto eugenésico, al considerar que las personas discapacitadas no tendrían una calidad de vida acorde con la dignidad humana, mientras otros invocan esa dignidad para defender esas vidas y brindarles luego mayor protección y ayuda social.

Ante posturas tan radicalmente opuestas, es necesario precisar en qué consiste la dignidad humana, para ello, recogeré a continuación algunos datos y conclusiones a los que llegué al analizar el rol que el respeto a la dignidad humana ha desempeñado en el desarrollo del derecho del trabajo
99
, para luego compararlos con los criterios de la Corte Constitucional de Colombia al respecto. En primer lugar, la dignidad de la persona es, ante todo, un juicio que se emite sobre el valor de su estructura específica
100
. Por otro lado, desde el punto de vista filosófico-jurídico, es un concepto que se inscribe en tres planos: en el de la naturaleza de la persona, en su fundamento, y en las exigencias jurídico-naturales que se siguen a esa naturaleza
101
. Puede decirse que la dignidad se fundamenta en el modo de ser propio de la persona, que tiene inteligencia, voluntad y un carácter relacional, ya que no puede alcanzar su desarrollo en solitario. Por tanto, está fundamentada en esa naturaleza y en las exigencias de conducta que de ella se siguen. Por otro lado, la dignidad tiene un carácter axiomático,
102
 que no facilita su expresión conceptual. Sin embargo, se percibe intuitivamente por ser una cualidad simple
103
, es decir, evidente por sí misma. Asimismo, para obrar conforme a esa dignidad es necesario un juicio de razón sobre cómo satisfacer las necesidades propias y ajenas
104
. Por eso se ha dicho que “aunque nacemos hombres, tenemos que aprender a ser humanos”
105
.

Si bien es cierto, la racionalidad y la libertad son características exclusivas del obrar humano, y son una manifestación de su dignidad, no son el índice que permite diferenciar entre individuos con o sin dignidad
106
. Aceptar esta premisa equivaldría a desconocer que la dignidad humana es un atributo heterónomo, es decir, que no depende de la voluntad del individuo ni de la sociedad. Más bien, es un atributo inherente a la condición de miembro de la familia humana, sin discriminación alguna, tal como reconoció la Declaración Universal de los Derechos Humanos
107
. Y esa dignidad explica que existan instituciones como la tutela y la curatela, que protegen los derechos de las personas que no están en condiciones de hacerlo por sí mismas. La historia demuestra que equiparar la dignidad con la autonomía de la voluntad reduce el deber de respeto en beneficio de los más fuertes: basta recordar la experiencia nazi.

El concepto de dignidad de la persona se originó en una visión trascendente de la vida, como hemos visto antes, que se mueve en el dualismo del ser y del deber, en el que es la razón, la que le permite identificar cuál es la conducta acorde con la dimensión humana. Esto ha sido así desde los orígenes de la humanidad. Un claro testimonio se encuentra en la poesía didáctica de Hesiodo (s. VIII a.C.) quien enseña a sus oyentes: “…presta atención a la justicia y olvida por completo la violencia.  Pues el Crónida puso esta norma para los hombres: para peces, fieras y pájaros voladores, comerse unos a otros, puesto que no hay justicia en ellos, pero a los hombres les dio justicia que es más provechosa; pues si alguien, una vez que las conoce, quiere proclamar las cosas justas, a ése Zeus, de amplia mirada, le da felicidad, pero quien en sus testimonios se engañe perjurando voluntariamente y al mismo tiempo dañando a Dike, se extravía de manera incurable…”
108
. La relación entre la razón, la justicia y la divinidad ha sido percibida desde antiguo y, de hecho, el concepto de dignidad humana es de tipo metafísico-religioso
109
, que surgió en la teología católica al desarrollar la idea de persona en Dios y luego en el ser humano, en cuanto creado a imagen y semejanza de la divinidad
110
. El reconocimiento de una particular densidad de la presencia divina en cada individuo desarrolló el deber de respeto erga omnes, con un cierto carácter excepcional
111
.

En cambio, el concepto de la dignidad como fundamento de los derechos humanos es posterior. Kant, conocido como el teórico de la dignidad¸ definió ésta en relación con la capacidad de auto legislación personal, y con el cumplimiento del deber
112 
y la superación del estado de naturaleza, pero sin relación con la trascendencia.  De este modo, el fundamento de la dignidad dejó de ser heterónomo para convertirse en autónomo y, por ende, sujeto a las reglas del consenso social y perdió, su carácter universal e inviolable, tal como se puede apreciar en algunas legislaciones que admiten la eliminación de sujetos inocentes por motivos subjetivos o por conveniencias económicas, o consolidan sistemas de trabajo poco acordes con el verdadero desarrollo humano, por motivos económicos.

Se puede afirmar que en la actualidad, el pensamiento de Kant sobre la dignidad humana ha logrado: i) relacionar  la capacidad de autodeterminación con la dignidad; ii)  maximizar el respeto de toda persona erga omnes precisamente por tener dignidad; iii) distinguir entre lo que es intercambiable y lo que tiene dignidad; y finalmente, iv) la diferencia esencial cualitativa y no cuantitativa con los demás seres naturales y artificiales, porque mientras estos pueden ser medio para conseguir algo, el ser humano no, porque es un fin en sí mismo
113
.

Sin embargo, al privilegiar la utilidad y autonomía del sujeto —volenti non fit injuria—, se ha olvidado el imperativo moral kantiano, según el cual la conciencia sólo puede admitir una ley impuesta por ella misma, cuando sea de tal calidad ética que pueda erigirse en ley universal
114
.

La jurisprudencia de la Corte Constitucional que estamos analizando sigue este pragmatismo, porque privilegia la autodeterminación, pero desgajada del imperativo categórico kantiano antes mencionado y desvinculada de la naturaleza y de los bienes humanos básicos
115
, ya que define el libre desarrollo de la personalidad como “vivir como se quiera y del vivir bien (el ganarse la vida)”, es decir, obtener el sustento diario sin más limitaciones que la propia determinación
116
. Es por esta razón que admite “la licitud de la prostitución en sus diversas manifestaciones, si se está partiendo del supuesto de que en su ejercicio media de modo íntegro y persistente la voluntad libre y razonada, en particular de la persona que vende el trato sexual”
117
. La consecuencia de este razonamiento es que la arbitrariedad sustituye a la justicia, ya que no se otorga a cada quien lo que le corresponde por derecho, sino lo que su arbitrio decida.

La autonomía de la voluntad, concebida en estos términos, busca la emancipación total —inclusive de la propia naturaleza—, y con ella, la reducción del derecho a yuxtaposiciones de cuotas de arbitrariedad toleradas

118
. Sin embargo, la experiencia demuestra que la libertad no es ilimitada. Esta se encuentra condicionada por un modo de ser, que exige unos bienes básicos para ser feliz y realizarse plenamente
119
, y a su vez, solo se consiguen en una acción mancomunada, “estrictamente colectiva y progresiva, que se realiza gradualmente en el tiempo, a través de la convivencia social”
120
. Por eso, si bien la autodeterminación constituye una exigencia de la dignidad humana, no se reduce a ella
121
.

El individualismo moderno convierte la autonomía moral en una autarquía estoica, en donde la libertad es independiente de los otros, y en la que la persona es fundamentalmente consciente, y puede manipular su cuerpo y la naturaleza a su voluntad, exigiendo que los demás acepten y respeten sus decisiones, aunque vayan en contra de la solidaridad o el interés general
122
. Este individualismo lleva a identificar pretensiones con derechos, como en el caso de la prostitución, puesto que es falso que exista un título natural que permita exigir el reconocimiento del derecho a prostituirse. Más bien, se tergiversa la naturaleza de los derechos al presentarlos como reivindicaciones de la propia esfera de poder del individuo frente a los otros, sin conciencia de la interdependencia de los derechos y de los deberes
123
.

Se llega así a la paradoja de defender la prostitución en nombre de la dignidad y de la tolerancia, cuando la dignidad se caracteriza por ser aquello que no tiene precio
124
, mientras que la prostitución consiste, precisamente, en pagar un precio para utilizar a una persona, suprimiendo las barreras de su intimidad y reduciéndola a un objeto de uso para satisfacer el placer sexual del cliente. La prostitución es un oficio indigno para el ser humano, no porque así lo reconozca una religión determinada, sino por ser contraria a los bienes humanos básicos
125
. Si, además, alguna confesión religiosa confirma esta valoración, entonces habría que acogerla, del mismo modo que hay respetar, pero no secundar, aquellas otras que no reconocen la igual dignidad, sea por un sistema de castas o por considerar a la mujer inferior al varón
126
. A la vez, una sociedad pluralista y democrática no puede, ni debe, ser confesional o fundamentalista, pero tampoco puede dejar de tener convicciones
127
,  porque ello lleva a la tiranía, la intolerancia o a la degradación social, al querer una sociedad de pensamiento único, en el que se descalifica a quien no comparte las propias convicciones.

No se puede olvidar que, para resolver las cuestiones jurídicas de mayor relieve, es necesario realizar una opción moral, aun cuando la Moral y el Derecho no se identifiquen
128
. La neutralidad axiológica no existe en las decisiones jurídicas, porque cualquier postura que se adopte tiene implícita una concepción de lo humano y un código moral, aunque los tribunales pretendan presentarse como asépticos en cuestiones relacionadas con la moral pública y las buenas costumbres
129
.

Si se quiere evitar los tratos degradantes e inhumanos, tal como lo establecen las Constituciones peruana y colombiana
130
, los Estados no pueden limitarse a no promover la prostitución o a no facilitar su práctica. Entre las soluciones implementadas es ilustrativa la fórmula ideada en Suecia, luego adoptada por los otros países nórdicos y más recientemente adoptada por Francia. Esta política consiste en imponer multas a los clientes, que van de los 1500 a los 3750 euros, si son reincidentes y al fichaje e, inclusive, a imponer la pena de cárcel. Además, se les obliga a seguir un curso de sensibilización sobre la situación de las prostitutas
131
. No se castiga a quien ejerce la prostitución, sino más bien se le ofrece, si es extranjera y quiere abandonar la prostitución, un permiso de residencia. Se ha destinado un fondo para acciones de reinserción social y laboral de 4.8 millones de euros anuales. Se estima que en Francia hay, al menos, 30.000 mujeres dedicadas a la prostitución, que son extranjeras en su gran mayoría
132
.  La experiencia de estos países es favorable: ha aumentado el número de clientes sancionados y disminuido la prostitución callejera, a la vez que no se ha detectado un aumento del tráfico sexual y de la explotación de personas, en particular menores de edad
133
.

En cambio, en Alemania, donde se ha legalizado su práctica, no sólo no se ha conseguido reinsertar a esas mujeres, sino que el negocio se ha expandido: hay muchas más prostitutas y son muy pocas las que se han afiliado a la Seguridad Social
134
. A la vez, desde el 2000 hasta el 2011 bajaron las condenas a proxenetas de 151 a solo 32 porque resulta muy difícil probar el delito
135
. Así lo ha reconocido expresamente el Parlamento Europeo en el informe elaborado sobre este tema, en el que exhorta a los países miembros a aplicar el modelo nórdico y pone en evidencia el fracaso del alemán
136
.





Conclusiones


Toda decisión jurídica implica una concepción de lo humano y una moral determinada. Los jueces deben basar sus decisiones en la moral objetiva que ofrece la Constitución, interpretando las normas directamente estatuidas en forma unitaria y sistemática. No es posible impartir justicia sin partir de un concepto de lo humano y de lo que es digno para la persona.

La dignidad humana no es un concepto vacío que se reduzca a una autodeterminación arbitraria. Su contenido responde a los bienes humanos básicos, que exigen un modo de actuar conforme a ellos.

El trabajo es un derecho y un deber, un medio de realización de la persona y la base del bienestar social. Por eso el Derecho Laboral, mediante el principio de irrenunciabilidad de derechos, protege al trabajador de sus actos propios, al evitar que admita ser reducido a un objeto de uso y explotación por quien detente mayor poder económico, para así preservar su intimidad personal.

La persona, por ser digna, no tiene precio, pero en la prostitución se paga para romper las barreras de la intimidad, y convertir a quien se prostituye en mercancía u objeto de uso para el cliente. En consecuencia, este oficio implica un sistema de esclavitud contrario a la dignidad humana y a la actividad denominada trabajo, protegida por el Derecho Laboral.

La prostitución y el proxenetismo son formas de violencia que incrementan la trata de personas y el crimen organizado. Las naciones que han legalizado la prostitución aumentan su PIB con un sistema de explotación en el que crece exponencialmente el número de personas prostituidas, pero disminuyen el de las condenadas por proxenetismo. En cambio, las que sancionan con multas a los clientes y han invertido fuertes sumas en programas de reinserción social, han reducido considerablemente la prostitución callejera y el número de prostitutas.

Las sentencias T-629 de 2010 y T-594 de 2016 de la Corte Constitucional de Colombia —que consideran la prostitución como un trabajo que merece especial protección jurídica, por ser expresión de la autodeterminación de la persona, y haber sido marginado socialmente—, son contrarias a las exigencias de la justicia contenidas en las disposiciones de las constituciones de Colombia y Perú, por lo que no obligan a los tribunales peruanos a secundar esa interpretación.
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